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Planteamiento del problema 

En la reforma política publicada el 9 de agosto del 2012, se estableció el derecho a los ciudadanos de iniciar leyes 

ante el Congreso de la Unión; poder solicitar consultas populares y poder votar en ellas; además otorga la facultad 

al Ejecutivo Federal de presentar iniciativas de ley con carácter de preferentes. Asimismo, se estableció la opción 

para que los ciudadanos puedan ser votados para cargos de elección popular de manera independiente, sin ser 

miembros de un partido político, entre otras previsiones. Dichas reformas constitucionales se emitieron sin las 

disposiciones secundarias que hicieran plenamente aplicables los derechos previstos. En el artículo segundo 

transitorio del decreto se establece que el Congreso de la Unión deberá de expedir la legislación para hacer cumplir 

el decreto; de ahí la necesidad de crear diferentes reformas a las leyes y reglamentos que rigen el Congreso de la 

Unión, al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofipe); así como la creación de una 

nueva Ley Federal de Participación Ciudadana. 

Estas reformas representan el derecho de los ciudadanos a tener mayor injerencia en el poder público. Y de 

configurar un esquema político en el país que responda de forma más efectiva a la ciudadanía. 

La reforma política tiene grandes implicaciones para consolidar los avances democráticos que el Estado mexicano 

ha logrado en las últimas décadas. Sin embargo, es necesario que estas reformas constitucionales se concluyan 

creando nuevas leyes que permitirán a los ciudadanos iniciar leyes y poder solicitar consultas populares. Además, 

armonizar los ordenamientos ya existentes para que los procedimientos plasmados en la Constitución se puedan 

cumplir a cabalidad. 

Es por ello, que la iniciativa que aquí se presenta, pretende aportar al derecho de los ciudadanos el poder de 

participar en la toma de decisiones en el entorno público, de una forma mucho más activa y relevante para la 

nación, y que sean los ciudadanos los que ejerzan un control sobre las directrices del gobierno. 

Con la reforma política, México se encamina a la creación de nuevos mecanismos de democracia directa, tales 

como la consulta popular, la iniciativa ciudadana, el referéndum o la revocación del mandato, en conjunto con la 

democracia representativa que contempla el sistema político- electoral mexicano. 

Cabe resaltar, que los cambios realizados a la norma fundamental, así como la iniciativa que se propone son para 

fortalecer los mecanismos de democracia directa, pero sin debilitar la democracia representativa. 

Es entonces que el Congreso de la Unión debe de crear una ley que permita a los ciudadanos convocar a consultas 

populares e iniciar leyes según las nuevas disposiciones constitucionales; además de otras normas que harán falta 

para completar la reforma constitucional. 

La ciudadanía es una categoría política y jurídica que permite a los individuos participar con derechos civiles y 

políticos dentro del Estado, obliga al ciudadano a inmiscuirse en la vida pública, para que el sistema pueda 

desarrollarse eficientemente, y para que el Estado pueda hacer efectivos los derechos reconocidos al ciudadano. Y 

es esta categoría, la del ciudadano, la que permite la creación de una democracia. 

La democracia entendida como lo señala el artículo tercero constitucional, “...considerando a la democracia no 

solamente como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema de vida fundado en el 

constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo...”; es un concepto que va ligado estrechamente 

con la participación de los ciudadanos dentro del sistema de gobierno. La democracia moderna requiere el 

establecimiento y permanencia de un gobierno encabezado por ciudadanos, que cuentan con una igualdad de 

derechos, y que por ende interactúan para decidir lo conducente al Estado. No obstante, desde la concepción clásica 

de democracia, los ciudadanos integrantes de los demos eran quienes tomaban parte en las decisiones del gobierno 

y en las acciones de cada polis. 



Participar significa tomar parte, así mismo, significa compartir. Por lo que podemos concluir que la participación 

es un acto eminentemente social. La participación ciudadana, como parte integrante y fundamental de toda 

democracia es fuente de legitimidad al gobierno, ya que es la ciudadanía la que emite su aprobación a la 

instauración de un gobierno determinado. De esta forma es que los regímenes que se dicen democráticos y carecen 

de una participación ciudadana considerable en los asuntos públicos, quedan en entredicho la naturaleza del propio 

régimen democrático. 

Un régimen democrático debe garantizar a la ciudadanía no sólo la elección efectiva de sus gobernantes, sino que 

debe establecer la corresponsabilidad política entre el gobierno y los ciudadanos a través de su participación en los 

asuntos públicos que fortalezca una rendición de cuentas efectiva. La participación es una forma de legitimación de 

las acciones de gobierno, siempre y cuando se considere no sólo la opinión de los ciudadanos, sino que responda a 

las demandas de éstos en el diseño e implementación de las políticas. 

Hasta 1977, el sistema político mexicano era hermético a la participación directa de la ciudadanía en los asuntos 

que se consideraban sólo en el ámbito gubernamental. La configuración del régimen autoritario, con una 

democracia más formal que real, dio origen a que diversos grupos políticos se inconformaran con el esquema de 

partido hegemónico y la verticalidad en la toma de decisiones. La ausencia de mecanismos adecuados en el sistema 

para que los ciudadanos expresaran sus opiniones y preferencia gradualmente fue ocasionando escisiones que 

exigían la pluralidad democrática. 

Los avances que México ha tenido en la construcción de un modelo democrático son innegables. La reforma 

política de 1977, consecuencia de los movimientos sociales y estudiantiles como los de 1968 y 1971, permitió la 

participación política institucional de minorías, se aprobaron las primeras diputaciones por el principio de 

representación proporcional, además de expedir una ley de amnistía para que aquellos partisanos y activistas 

radicales pudieran dirigir sus demandas por una vía institucional. Posteriormente, la reforma de 1988-1990, dio 

origen al Instituto Federal Electoral y a un sistema de partidos plural y competitivo, así como a la llamada 

ciudadanización con la cual las instituciones empiezan a pertenecer a los ciudadanos sin una inclinación clara hacia 

los partidos políticos y como una forma de garantizar la imparcialidad en las elecciones. En 1996 se estableció que 

el financiamiento de partidos debía de ser mayoritariamente público y en 2007 se modificó el código electoral para 

sancionar las campañas denominadas “negativas” o “negras” y regular de forma eficiente el acceso a los medios de 

comunicación. 

Dichas reformas, han sido logros de los ciudadanos, ya sea a través del voto, de manifestaciones en las calles, o de 

presión política de diversas índoles, han participado en la transformación del Estado y de las leyes, contribuyendo a 

cambiar los mecanismos de representación política y de rendición de cuentas a los gobernados. Sin embargo, no se 

han creado los mecanismos de democracia directa que agilicen la canalización de las demandas ciudadanas a las 

políticas públicas. 

En el diseño del sistema político mexicano, los partidos políticos se establecieron como las instituciones por las 

cuales se canalizaría la participación política de la población; según se establece en la Constitución Política, “ Los 

Partidos Políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la 

integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso a éstos al 

ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio 

universal, libre, secreto y directo.” No obstante, al desvincularse los partidos políticos con los intereses de la gran 

mayoría de la población, así como por la falta de representatividad de estas organizaciones, es que el sistema tuvo 

que reformarse para abrir la participación a los ciudadanos independientes. 

Uno de los primeros antecedentes en nuestro país sobre mecanismos de participación directa de la ciudadanía se 

dio en 1824 cuando se realizó un plebiscito respecto a la incorporación de Chiapas a la Federación. En 1867 el 

Presidente Benito Juárez propuso que el Poder Legislativo se depositara en dos Cámaras y que el Ejecutivo contara 

con la facultad de veto suspensivo; propuesta que fue rechazada por la opinión pública. Dichos ejemplos dan 

muestra de actos fundamentales para el Estado que han sido determinados por la voluntad del pueblo. 



Actualmente, México ya cuenta con algunos mecanismos de participación ciudadana a nivel federal. Sin tomar en 

consideración las nuevas previsiones constitucionales que facultan al ciudadano a solicitar consultas populares e 

iniciativas de ley ciudadanas, nuestra Constitución ya contemplaba el derecho al acceso a la información pública en 

el artículo 6º, el derecho de petición en el artículo 8o. el derecho de asociación en el artículo 9º y la participación 

en la planeación del desarrollo en el artículo 26. 

Al respecto, también existen leyes federales que propician la participación en los asuntos públicos tales como la 

Ley de Planeación, que prevé la participación social en la planeación del desarrollo nacional; la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que favorece la rendición de cuentas para los 

gobernados y la transparencia en el ejercicio gubernamental; la Ley Federal de Fomento a las Actividades 

Realizadas por las Organizaciones de la Sociedad Civil, que tiene por objetivo fomentar las acciones de las 

organizaciones de la sociedad civil (OSC), beneficiar la colaboración entre OSC y favorecer la coordinación con el 

gobierno; sobra decir que dicha ley pretende fomentar la participación ciudadana en los asuntos públicos debido a 

que este tipo de organizaciones ya implica una enérgica participación. 

Al respecto, la participación ciudadana en la creación de la sociedad civil en México se da a partir del terremoto de 

1985, que ante el desastre en la ciudad de México, los ciudadanos se organizaron para ayudar en todo lo necesario, 

debido a la falta de capacidad del gobierno para atender la catástrofe. Ejemplo significativo y relevante, puesto que 

los ciudadanos demostraron que la voluntad del pueblo para ayudar y cambiar las cosas es más determinante que 

las acciones que pueda realizar el gobierno. 

En 1983 se aprobó la Ley Federal de Planeación, donde por primera vez se preveía como mecanismo institucional 

las consultas populares; además de crear el Sistema Nacional de Planeación Democrática. Actualmente el Plan 

Nacional de Desarrollo prevé en diversos ejes, la necesidad de establecer mecanismos de participación para 

combatir la corrupción, fomentar la cultura cívico-política, y mejorar la eficacia y eficiencia gubernamental. Así 

mismo, en diferentes organismos de la administración pública ya se establecen encuestas y sondeos para el diseño 

de políticas públicas y para la evaluación de su desempeño. 

Sin embargo, el voto y dichas previsiones no son suficientes para fomentar el interés del ciudadano en los asuntos 

públicos y su participación de forma directa; de esto, la necesidad de la reforma política y de la creación de una 

Ley Federal de Participación Ciudadana. 

Resulta importante señalar que en más de 24 estados de la República existen mecanismos de democracia directa, 

tales como el referéndum, el plebiscito, la consulta popular, las iniciativas ciudadanas y en menor medida la 

revocación del mandato. Mecanismos que están contemplados a nivel de las constituciones locales o bien en leyes 

de participación ciudadana. No obstante, los requisitos establecidos, sobre todo en cuanto al número de ciudadanos 

necesarios para cada instrumento, hacen inoperantes en la realidad dichos mecanismos de participación. 

En consecuencia, la iniciativa que se presenta, no pretende crear más impedimentos para las consultas populares y 

para las iniciativas que promuevan los ciudadanos, pretende hacer operativa para los ciudadanos la reforma 

constitucional. Si el objetivo es fomentar la participación ciudadana, crear candados que hagan inoperantes los 

derechos ciudadanos es contrario a los objetivos de la democracia mexicana. A pesar de lo anterior, la ley 

secundaria tiene que respetar los requisitos establecidos en el texto constitucional, que en los casos de consulta 

popular e iniciativas ciudadanas son del 2 por ciento y 0.13 por ciento de la lista nominal de electores 

respectivamente. Los demás requerimientos que se establecen en la propuesta de Ley van encaminados únicamente 

a dar certeza del cumplimiento de lo establecido por la Constitución. 

La participación ciudadana es parte esencial de un gobierno con bases democráticas. Los beneficios que aporta a la 

gestión pública y para la distribución del ingreso se ven reflejadas en todos los ámbitos del Estado, ya sea en 

educación, seguridad, salud, etcétera. La participación ciudadana ayuda a construir una visión compartida y de 

corresponsabilidad entre el gobierno y la sociedad para el buen funcionamiento de la administración pública. 

Promueve la transparencia y la rendición de cuentas del gobierno a la ciudadanía, evitando la opacidad y la 



corrupción; obliga a los gobiernos a centrarse en el interés común y este determina de forma amplia e inclusiva, en 

lugar de establecerse de forma impositiva. 

Argumentos 

Con la expedición de una ley de participación de carácter federal se estaría completando el sistema de participación 

que en muchas entidades de la federación ya contemplan mecanismos de democracia directa. 

No debe confundirse la participación ciudadana con las formas y mecanismos por los cuales los ciudadanos 

influyen en sus gobiernos. Mientras que la participación ciudadana puede desarrollarse en diversos ámbitos como 

en las redes sociales, manifestaciones, marchas, plantones y demás actividades, las que se pueden delimitar en las 

leyes únicamente representan algunos mecanismos institucionales para desahogar las exigencias de la ciudadanía 

sobre temas en concreto. 

Las formas de democracia directa como las iniciativas ciudadanas y las consultas populares abren el espacio 

político a la expresión de una sociedad. Por ello, en la iniciativa de Ley Federal de Participación Ciudadana se 

establece la posibilidad de que existan más mecanismos de participación o diferentes formas para acreditar los 

requisitos, como en un futuro podrían ser los medios electrónicos. 

La participación ciudadana en la política tiende a corregir las desviaciones de las democracias representativas, 

sobre todo cuando la representación deja de obedecer a las demandas de la población, la participación influye 

directamente y con gran determinación en las decisiones de los gobiernos. De tal forma que un gobierno que toma 

en cuenta y atiende las exigencias ciudadanas en el marco de la democracia, es que se puede decir que existe 

gobernabilidad en la forma de gobierno. La capacidad de los gobiernos para ejercer el poder, y la participación 

ciudadana en los asuntos públicos y en la vigilancia del actuar de los gobernantes conforman el equilibrio que debe 

de tener la gobernabilidad. 

En otro aspecto, la democracia participativa, ayuda a disminuir y controlar las consecuencias negativas que 

gobiernos pueden ocasionar con una determinada decisión. Con ello, los ciudadanos corrigen y fijan los principios 

de las políticas de Estado y de la administración pública. 

La propuesta de ley que se presenta responde a los siguientes motivos: 

En primer lugar, se pretende crear el instrumento que servirá para fomentar la participación de los ciudadanos con 

respecto a las políticas públicas y la administración federal, mismas que son susceptibles de ser modificadas para 

ampliar los mecanismos que sean necesarios con la finalidad de garantizar su objetivo. 

El objetivo de establecer los principios que regirán la participación ciudadana, es que los procesos de participación 

se conduzca en el marco de los principios de democracia, libertad, solidaridad, legalidad, equidad y bienestar 

común. Con esto, más que generar una participación basada en la normatividad, buscamos que se forme la 

conciencia y la cultura en la población mexicana de la imperiosa necesidad de participar en los asuntos públicos. 

Se considera que la Cámara que convoque es las que deberá ser la autoridad para exigir el cumplimiento de lo que 

pueda resultar de las consultas ciudadanas, puesto que serán vinculantes para las autoridades, pero emanadas de un 

precepto proveniente de un poder de la unión. Mientras que establecerle este carácter al Instituto Federal Electoral 

se considera incorrecto ya que dicho instituto no cuenta con las facultades constitucionales, y si bien sería una 

facultad de forma más expedita, la exigencia del cumplimiento de un mandato formulado por la ciudadanía debe de 

emanar de un Poder de la Unión, ya sea el Ejecutivo o el Legislativo. 

Atendiendo a lo estipulado por la Constitución, el Congreso de la Unión es el encargado de convocar a las 

consultas populares a petición del Presidente de la República, del equivalente al treinta y tres por ciento de los 

integrantes de alguna de las Cámaras o de los ciudadanos. 



El procedimiento en el caso de que la solicitud sea tramitada por la ciudadanía es corroborar los requisitos 

establecidos por la Constitución y por la Ley. El IFE es la institución que tiene la capacidad técnica para poder 

certificar que los datos aportados son los correctos. En segundo lugar, que alguna de las Cámaras convoque a la 

consulta popular, posteriormente que el Instituto se encargue de la preparación y realización de la consulta. 

Atendiendo los resultados de la consulta popular, la Cámara convocante será la autoridad encargada de vigilar el 

cumplimiento de las consecuencias de los resultados de la consulta. 

Con el objetivo de agilizar el trámite para la ciudadanía, se contempla que las iniciativas y las solicitudes de 

consulta popular se presentarán ante el IFE y su Consejo General, puesto que en primera instancia se debe 

corroborar que se cumplen con los requisitos necesarios, y es dicho Instituto quien cuenta con los órganos técnicos 

para cerciorarse que los datos aportados sean verídicos. Posteriormente, y una vez verificados los requisitos y los 

datos, el Consejo General del IFE deberá aprobar las solicitudes y remitirlas al Congreso de la Unión por alguna de 

las Cámaras para que esta, a su vez le dé el trato constitucional que corresponda. 

De esta forma, la ciudadanía deberá presentar su iniciativa o solicitud ante el IFE o alguna de sus Juntas Locales o 

Distritales, una vez reunidos todos los requisitos que se establecen. Con lo anterior, se simplifica el trámite para la 

ciudadanía, sin embargo, los interesados pueden darle un seguimiento puntual al proceso que se le dé en el 

Instituto, así como en el Congreso para velar por la preservación de contenido de la iniciativa o solicitud. 

El plazo mínimo que se establece de sesenta días para que el Congreso pueda convocar a una consulta, responde al 

tiempo que requiere el Instituto Federal Electoral para organizar todo lo necesario para una consulta popular, de 

otra forma, no se tendría un tiempo mínimo para la elaboración del material y la planificación para realizar una 

consulta a nivel nacional. 

En el Artículo 27 se establece como elemento necesario para que la resolución de una consulta popular pueda ser 

vinculatoria para la autoridad correspondiente, esto es, que el acto en cuestión pueda ejecutarse. Lo anterior 

responde, a que pueden existir actos que por su naturaleza no puedan ejecutarse, o que puedan ejecutarse pero 

violando derechos de terceros; por lo cual se deberá considerar inejecutable la resolución de la consulta popular. 

En el caso de las iniciativas ciudadanas, se consideró que el recabar un equivalente al cero punto trece por ciento 

de la lista nominal es una labor de gran esfuerzo, por lo cual, no puede ser permitido que las iniciativas que cuentan 

con este requisito sean desechadas sin haber sido dictaminadas o discutidas en las cámaras que sean presentadas. 

Lo anterior debido a que en el proceso parlamentario, gran cantidad de iniciativas son desechadas sin haberse 

discutido. 

En cumplimiento con el artículo segundo transitorio del decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política, publicado el nueve 

de agosto del año 2012 en el Diario Oficial de la Federación; el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza presenta 

esta iniciativa. 

Fundamento legal 

Los suscritos, diputados del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza en cumplimiento al artículo segundo 

transitorio del decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos en materia política, publicado el 9 de agosto de 2012 en el Diario Oficial de la 

Federación y con fundamento en los artículos 71 fracción II y 73 fracción XXIX-Q de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y artículo 77 fracción 1 del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a 

consideración de esta Soberanía el siguiente proyecto de decreto 

Denominación del proyecto 

Proyecto de decreto que expide la Ley Federal de Participación Ciudadana 



Decreto Único. Se expide la Ley Federal de Participación Ciudadana: 

Ley Federal de Participación Ciudadana 

Capítulo Primero 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria de los artículos 35, fracciones VII y VIII; artículo 36, fracción III, y 

artículo 71, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es de orden público y de 

interés general; tiene por objeto fomentar, promover y regular los mecanismos de participación ciudadana dentro 

del proceso democrático nacional. 

Artículo 2. Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

I. Código electoral: el Código Federal de Instituciones y Procesos Electorales; 

II. Congreso General: Congreso de la Unión, conformado por la Cámara de Diputados y la Cámara de 

Senadores; 

III. Consejo General: Consejo General del Instituto Federal Electoral. 

IV. Constitución: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

V. Ejecutivo Federal: Presidente constitucional de los Estados Unidos Mexicanos; 

VI. Instituto: el Instituto Federal Electoral; 

VII. Ley: la Ley Federal de Participación Ciudadana; 

VIII. Suprema Corte: a la Suprema Corte de Justicia de la Nación; y 

IX. Tribunal Electoral: el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; 

Artículo 3. La participación ciudadana se regirá por los principios de democracia, libertad, solidaridad, legalidad, 

equidad y bienestar común. 

Artículo 4. En lo no dispuesto por esta Ley, se aplicará de manera supletoria el Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; la 

Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, la Ley Orgánica del Congreso General 

de los Estados Unidos Mexicanos y el Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Artículo 5. Los instrumentos de la participación ciudadana son: 

I. Consulta popular. 

II. Iniciativa ciudadana. 

Artículo 6. La presente Ley es de observancia obligatoria para las y los ciudadanos mexicanos, Ejecutivo Federal, 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, Instituto Federal Electoral y al Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación. 



Artículo 7. Son ciudadanas y ciudadanos las mujeres y hombres que cumplan con lo dispuesto en el artículo 34 de 

la Constitución. 

Artículo 8. Además de los derechos señalados en el artículo 35 de la Constitución, los ciudadanos tienen los 

derechos siguientes: 

I. Coordinar las acciones necesarias para iniciar leyes o para generar una solicitud de consulta popular. 

II. Proponer la adopción de acuerdos o la realización de actos al secretario o secretarios de despacho que 

corresponda. 

III. Ser informados sobre toda acción de gobierno, según lo señalen las leyes de información pública. 

IV. A presenciar las reuniones de los organismos colegiados de gobierno y de la administración pública de su 

interés, de forma ordenada, pacífica y sin alterar el desarrollo de las mismas. 

V. Los demás que las leyes señalen. 

Artículo 9. Los ciudadanos tienen las obligaciones siguientes: 

I. Cumplir con las disposiciones de esta Ley sin perturbar el orden y la paz pública, ni afectar la continuidad del 

desarrollo normal de las actividades de los demás habitantes. 

II. Votar en las consultas populares. 

III. Promover, la cultura democrática y participar en los mecanismos de participación ciudadana que señala esta 

Ley. 

IV. Las demás que establezcan las leyes. 

Artículo 10. Es obligación de las autoridades federales, estatales y municipales, en su ámbito de competencia, 

garantizar el respeto de los derechos de los ciudadanos previstos en esta ley. 

Capítulo Segundo 

De las Consultas Populares 

Sección Primera 

De la convocatoria y organización 

Artículo 11. Las consultas populares tienen por objeto la expresión de la voluntad ciudadana respecto a temas que 

afecten la vida pública del país. Éstas tendrán efectos vinculatorios para el Ejecutivo y El Congreso de la Unión y 

para las demás autoridades competentes, cuando se cumpla lo dispuesto por el artículo 35 fracción VIII numeral 2° 

de la Constitución. 

Artículo 12. Las consultas populares podrán convocarse cuando versen sobre: 

I. Proyectos o actos del Poder Ejecutivo Federal que se consideren como trascendentes en la vida pública; 

II. Proyectos o actos del Congreso de la Unión referentes a la vida política del país; 

III. Iniciativas de ley, reformas, adiciones o abrogaciones de leyes federales y de legislaturas de los estados; 



IV. Reformas a la Constitución. 

Artículo 13. Podrán solicitar una consulta popular: 

I. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. El Congreso de la Unión, y el equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes asistentes el día de la 

votación de la solicitud de convocatoria a una consulta popular de cualquiera de las dos Cámaras. 

III. Las y los ciudadanos mexicanos en número equivalente cuando menos el dos por ciento de los electores de la 

lista nominal. 

Artículo 14. El Instituto Federal Electoral, es el órgano responsable de la organización, desarrollo, cómputo y 

declaración de resultados del proceso de las consultas populares legalmente convocadas así como de verificar de 

conformidad lo estipulado por el inciso C) numeral 1 de la fracción VIII del artículo 35 de la Constitución. 

Artículo 15. La solicitud de consulta popular que realice la ciudadanía según lo dispuesto por el inciso C) numeral 

1 fracción VIII del artículo 35 constitucional, será dirigida al Consejo General y podrá ser presentada ante 

cualquiera de las Juntas Locales o Distritales del Instituto. La solicitud deberá contener los siguientes elementos: 

I. El acto que se procura someter a la consulta popular; 

II. La exposición de los motivos por las cuales el acto se considera importante para la vida pública del país; 

III. Las consideraciones por las cuales debe someterse a consulta popular y las proposiciones de preguntas a 

consultar; 

III. Los datos de cada ciudadano que convoque a la consulta popular, en número equivalente por lo menos al dos 

por ciento de los inscritos en la lista nominal de electores. Se deberá incluir: nombre completo, número de folio 

de la credencial de elector, firma autógrafa de cada uno de los solicitantes. 

V. La designación de un representante común, quien deberá señalar domicilio para oír y recibir notificaciones. 

El Instituto será el encargado a través de su órgano directivo correspondiente de verificar los datos aportados. 

El Instituto facilitará de manera electrónica o personal, los formatos oficiales a efecto de que en ellos recabe la 

información de los ciudadanos que representen el porcentaje que exige la Constitución y esta Ley. 

El Instituto podrá establecer medios, o mecanismos electrónicos que faciliten la verificación de los datos y la 

adhesión a la solicitud de consulta. 

Artículo 16. Cuando el Consejo General conozca de una solicitud ciudadana de consulta popular deberá crear un 

comité dictaminador, integrado por lo menos por tres Consejeros, encargados de realizar el dictamen de 

procedencia. 

El dictamen que realice el comité dictaminador deberá ser aprobado por la mayoría de los consejeros del Instituto. 

El dictamen que se realice deberá contener: 

1. Encabezado o título del dictamen; 

2. Fundamento legal para emitir el dictamen; 



3. Planteamiento del problema; 

4. Consideraciones de procedencia o improcedencia; 

5. Resolutivos; 

6. Lugar y fecha; 

7. Nombre y firma de los consejeros dictaminadores; 

Artículo 17. El Consejo General aprobará el dictamen si se satisfacen los requisitos establecidos en la Constitución 

y en el artículo 15 de esta Ley, en un plazo no mayor a quince días hábiles posteriores a la recepción de la 

solicitud. 

El Consejo General hará del conocimiento de los solicitantes la resolución. 

Cuando el Consejo General dictamine favorablemente la solicitud ciudadana de consulta popular, notificará la 

resolución al Congreso de la Unión por cualquiera de las dos Cámaras o mediante la Comisión Permanente. 

Artículo 18. La Cámara o Comisión Permanente del Congreso de la Unión que tenga conocimiento de la 

resolución favorable del Consejo General sobre una solicitud ciudadana de consulta popular, será la encargada de 

realizar la convocatoria a la consulta popular. 

Para cada solicitud con una resolución favorable de consulta popular se emitirá una convocatoria. 

La convocatoria deberá emitirse a más tardar diez días naturales después de recibida la resolución favorable del 

Consejo General. 

Artículo 19. Las consultas populares se realizarán el mismo día que se lleve a cabo la jornada electoral federal. 

Artículo 20. Las convocatorias que realicen las Cámaras del Congreso de la Unión deberán formularse por lo 

menos sesenta días antes del día de la elección. 

Las convocatorias serán notificadas al Instituto y se publicarán en el Diario Oficial, en los principales diarios de 

mayor circulación nacional, en radio, televisión y por medios electrónicos. 

Las convocatorias contendrán los siguientes elementos: 

I. Fundamento legal de la convocatoria; 

II. El objetivo de someter a consulta popular; 

III. Exposición clara y concisa de los motivos a favor y en contra; 

IV. Fecha en que habrá de realizarse la consulta popular; 

V. Horario de votación; 

VI. Requisitos para participar; 

VII. Pregunta o preguntas tentativas que se formularán; 



VIII. Lugar y fecha de la emisión de la convocatoria. 

Artículo 21. El Instituto, al recibir una convocatoria de consulta popular, le asignará un número consecutivo de 

registro, el cual indicará el orden en que ha sido presentada y la fecha de su inscripción. 

Artículo 22. No podrán ser objeto de consulta popular, los actos relativos a: 

I. La restricción de derechos humanos previstos por la Ley Suprema o la violación de los derechos de minorías; 

II. El régimen interno y de organización de la Administración Pública Federal; 

III. Régimen interno del Congreso de la Unión, y 

IV. Actos de política fiscal. 

Artículo 23. El Instituto establecerá las preguntas definitivas que se formularán en la consulta popular. Con el 

objetivo de elaborar preguntas imparciales con el menor margen de error, el Instituto podrá auxiliarse de los 

órganos de gobierno, instituciones de educación superior así como de organizaciones no gubernamentales 

relacionadas con la materia de que trate la consulta popular, para la elaboración de las preguntas que se someterán 

a consulta. 

Las preguntas deberán conservar la intención pretendida por los solicitantes de la consulta popular y deberán 

apegarse en lo posible al texto tentativo de la convocatoria. 

En el caso de que la consulta popular haya sido convocada a solicitud de la ciudadanía, el Instituto respetará la 

redacción del texto de las preguntas propuestas por los ciudadanos. 

Artículo 24. El Instituto podrá realizar foros, debates, exposiciones y demás actividades con el objetivo de difundir 

los argumentos en favor y en contra, del objeto de consulta popular. Así mismo se podrán utilizar los medios 

masivos y electrónicos de comunicación para dar difusión a la consulta popular y sus implicaciones. Lo anterior sin 

perjuicio de la divulgación que lleven a cabo los solicitantes y las autoridades interesadas. 

Artículo 25. Durante los cinco días anteriores a la jornada de consulta popular, y hasta el cierre oficial de las 

consultas, quedan prohibidas las encuestas, sondeos de opinión o simulacros de votación y todo aquello que tengan 

por objeto dar a conocer las preferencias de los ciudadanos, quedando sujetos, quienes lo hicieren a lo dispuesto 

por el Código Penal Federal. 

Artículo 26. Podrán votar en las consultas populares los ciudadanos que cumplan con los siguientes requisitos: 

I. Contar con Credencial para Votar; 

II. Estar inscritos en el Padrón Electoral y aparecer en el Listado Nominal. 

Artículo 27. Los resultados de la consulta popular tendrán carácter vinculatorio para los actos de los poderes 

Ejecutivo y Legislativo federales y para las autoridades competentes cuando se cumpla lo siguiente: 

I. Exista una participación de por lo menos del cuarenta por ciento de la lista nominal de electores; y 

II. Alguna de las opciones obtenga un porcentaje mayoritario, y este pueda ejecutarse. 

Artículo 28. El Instituto publicará en el Diario Oficial y en los diarios de mayor circulación nacional los resultados 

de la consulta popular. 



El Instituto rendirá un informe detallado de los resultados de la consulta popular al Congreso General y a la 

Cámara convocante; que de haberse cumplido los requisitos del artículo 27 de esta Ley, deberá emitir las 

disposiciones necesarias a fin de dar cumplimiento a la voluntad de la ciudadanía expresada por medio de la 

consulta popular, y solicitar su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 29. Son causas de improcedencia de la consulta popular, que: 

I. Se trate de algún supuesto en el artículo 22 de esta Ley. 

II. La solicitud de consulta popular no cuente con firmas autógrafas y auténticas de los ciudadanos solicitantes. 

III. Los ciudadanos no aparezcan en la Lista Nominal, 

IV. El porcentaje de ciudadanos solicitantes sea menor al requerido por la Constitución y esta Ley; 

V. Los datos de los ciudadanos solicitantes no concuerden con los datos registrados en el Padrón; 

VI. El acto objeto del plebiscito se haya consumado y no pueda restituirse la situación que guardaba con 

anterioridad; 

Sección Segunda 

Del Proceso 

Artículo 30. El proceso de la consulta popular se compone de las siguientes etapas: 

I. Preparación: comprende desde la convocatoria a consulta popular que realice el Congreso de la Unión 

publicada en el Diario Oficial de la Federación y concluye al iniciarse la jornada de consulta; 

II. Jornada de consulta: inicia el día de la votación y concluye con la clausura de casillas; 

III. Cómputos: inicia con el conteo de los votos de cada casilla y concluye con la publicación de los resultados. 

IV. Calificación de resultados: inicia cuando el Consejo General cuenta con la totalidad de la votación y 

concluye cuando emite la declaración de validez de la consulta popular. 

V. Declaración de los efectos: comprende desde la declaración de validez de la consulta popular que emita el 

Consejo General y concluye con la notificación de los resultados y los efectos procedentes a la autoridad 

competente, o al emitirse las disposiciones necesarias. 

Artículo 31. En el proceso de consulta popular se deberán aplicar en lo conducente y de manera supletoria, las 

disposiciones contenidas en el Código Electoral relativas a la integración y ubicación de las Mesas Directivas de 

Casilla, instalación de las casillas, votación, escrutinio, cómputo, clausura de la casilla y calificación de resultados. 

Artículo 32. El Instituto decidirá el número y ubicación de las casillas. 

Artículo 33. El Consejo General aprobará el material y las boletas que se utilizarán para la emisión del voto para la 

consulta popular; debiendo contener cuando menos los siguientes datos: 

I. Entidad, distrito, número de la circunscripción, municipio o delegación; 

II. Folio; 



III. Pregunta o preguntas a realizar; 

IV. Recuadros para respuestas; 

V. Descripción del acto sometido a consulta popular; y 

VI. Sello del Instituto y firmas impresas del Consejero Presidente. 

Artículo 34. Para las consultas populares que se realicen, no se aplicarán las disposiciones relativas a los partidos 

políticos que establece el Código Electoral. 

Artículo 35. El Consejo General a través del Consejero Presidente podrá disponer de las policías estatales, 

municipales, federales y con el ejército para garantizar la participación pacífica y ordenada en el desarrollo de las 

consultas populares. 

Artículo 36. La declaración de la validez del proceso de consulta popular, la realizará el Consejo General, 

aplicando de manera supletoria el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

Sección Tercera 

Del los Recursos 

Artículo 37. Los recursos de impugnación se sujetarán a lo dispuesto en la Ley General del Sistema de Medios 

de Impugnación en Materia Electoral. 

Artículo 38. Los actos o resoluciones del Instituto o del Consejo General dictados con motivo de la consulta 

popular podrán ser impugnados ante el Tribunal Electoral. 

Los resultados de la consulta popular una vez declarados válidos por el Tribunal Electoral, no podrán ser 

impugnados. 

Artículo 39. El recurso de inconformidad deberá interponerse ante el Consejo General, dentro de los cinco días 

hábiles siguientes al que se tenga conocimiento. 

Artículo 40. Podrán imponer el recurso de inconformidad aquellos que tengan interés jurídico en los términos de 

esta Ley. 

Tienen interés jurídico aquellos que solicitaron la consulta popular, el Congreso General como convocante, y en el 

caso de solicitud de consulta popular promovida por la ciudadanía aquel representante designado para recibir 

notificaciones en los términos del artículo 15 de esta Ley. 

Artículo 41. En caso de que se presente alguna controversia con relación a la organización y celebración de la 

consulta, aquélla deberá ser resuelta por el Tribunal Electoral. 

Capítulo Tercero 

De la Iniciativa Ciudadana 

Artículo 42. La iniciativa ciudadana es el instrumento que permite a la ciudadanía iniciar leyes o decretos ante el 

Congreso de la Unión, en términos de los artículos 35 y 71 de la Constitución, salvo las excepciones contempladas 

en el artículo 43 de esta Ley. 

Artículo 43. No podrán ser objeto de iniciativas ciudadanas las siguientes materias: 

I. Normatividad interna del Congreso de la Unión, y 



II. Regulación interna del Poder Judicial de la Federación; 

El Congreso de la Unión no admitirá a discusión las iniciativas ciudadanas que se refieran a lo señalado en este 

artículo. 

Artículo 44. Las iniciativas ciudadanas deberán presentarse ante el Instituto para que éste dictamine el 

cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 71 fracción IV de la Constitución y en esta Ley. 

Las iniciativas ciudadanas se presentarán mediante escrito dirigido al Consejo General del Instituto Federal 

Electoral y al Presidente de alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión. Podrán ser presentadas ante 

cualquiera de las Juntas Locales o Distritales del Instituto. 

Artículo 45. Los elementos necesarios que debe contener una iniciativa ciudadana son: 

1. Encabezado o título; 

2. Exposición de motivos; 

3. Argumentos; 

4. Fundamento legal; 

5. Denominación del proyecto de ley o decreto; 

6. Ordenamientos a modificar; 

7. Texto normativo propuesto; 

8. Artículos transitorios; 

9. Lugar y fecha; 

10. La designación de un representante común, quien deberá señalar domicilio para oír y recibir notificaciones, y 

11. Datos de los ciudadanos que suscriben. 

Los datos de los ciudadanos que suscriben la iniciativa podrán entregarse en un anexo aparte. 

Artículo 46. La iniciativa ciudadana deberá contener los siguientes datos de las y los ciudadanos que la suscriban, 

en número equivalente al cero punto trece por ciento de los inscritos en la lista nominal de electores: 

1. Nombre completo; 

2. Número de folio de la credencial de elector; 

3. Clave de elector de la credencial de elector; y 

3. Firma autógrafa de cada uno de las y los ciudadanos. 

El Instituto será el encargado a través de su órgano directivo correspondiente de verificará los datos aportados. 



El Instituto facilitará de manera electrónica o personal, los formatos oficiales a efecto de que en ellos recabe la 

información de los ciudadanos que representen el porcentaje que exige la Constitución y esta Ley. 

El Instituto podrá establecer medios, o mecanismos electrónicos que faciliten la verificación de los datos y la 

adhesión a la iniciativa. 

Artículo 47. El dictamen correspondiente al artículo 44 de esta Ley, deberá ser aprobado por la mayoría de los 

consejeros del Instituto en un plazo no mayor a quince días hábiles a partir del día siguiente de haberse recibido la 

iniciativa ciudadana. 

El dictamen que realice el Instituto deberá contener: 

1. Encabezado o título del dictamen; 

2. Fundamento legal para emitir el dictamen; 

3. Planteamiento del problema; 

4. Consideraciones de procedencia o improcedencia; 

5. Resolutivos; 

6. Lugar y fecha; 

7. Nombre y firma de los consejeros. 

El Consejo General hará del conocimiento de los ciudadanos proponentes la resolución a través del representante 

de la iniciativa ciudadana. 

Artículo 48. Cuando el Consejo General dictamine favorablemente la iniciativa ciudadana, notificará 

inmediatamente la resolución y remitirá la iniciativa al Congreso de la Unión por cualquiera de las dos Cámaras o 

en su caso mediante la Comisión Permanente. 

Artículo 49. La Cámara que reciba la iniciativa ciudadana dará el trato correspondiente según lo señala el artículo 

72 de la Constitución, la normatividad interna del Congreso General y de cada una de sus Cámaras, después de que 

la Mesa Directiva considere que la iniciativa cumple con los requisitos establecidos por la Constitución, esta Ley y 

demás normatividad aplicable. 

Si la Mesa Directiva detecta que existen deficiencias en la iniciativa, notificará al representante para que sean 

subsanadas en un plazo máximo de diez días hábiles contando a partir del día siguiente de la notificación. De no 

subsanar las deficiencias la iniciativa se dará por no registrada. 

Artículo 50. Bajo ninguna circunstancia las iniciativas ciudadanas podrán desecharse sin ser discutidas por las 

cámaras y en términos del artículo 72 de la Constitución. 

Artículo 51. La persona que haya sido designada como representante común de la iniciativa ciudadana fungirá 

como el autor de la iniciativa para lo dispuesto en la normatividad del Congreso General. 

Artículos Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 



Segundo. El Consejo General del Instituto deberá incluir y aprobar dentro del presupuesto del Instituto, una partida 

destinada a la realización de los procesos de consultas populares, para su inclusión en el Proyecto de Presupuesto 

de Egresos de la Federación. 

Tercero. El Instituto contará con ciento veinte días después de la entrada en vigor de este decreto para poner a 

disposición de la ciudadanía los formatos oficiales para recabar la información de los ciudadanos que promuevan 

una consulta popular o una iniciativa ciudadana. 

Palacio legislativo a 5 de Marzo del 2013. 

Diputado Luis Antonio González Roldán (rúbrica) 

 


